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El Gobierno aprueba nuevas medidas económicas en la lucha contra el COVID-

19  

El BOE de hoy publica el Real Decreto-ley 19/2020, de 26 de mayo, por el que se 

adoptan medidas complementarias en materia agraria, científica, económica, de 

empleo y Seguridad Social y tributarias para paliar los efectos del COVID-19  

Este nuevo RDL reúne medidas urgentes en diversos ámbitos de la lucha contra el 

COVID-19. Por un lado se extienden algunas de las ya decretadas, como las del ámbito 

agrario, y por otro se añaden nuevas decisiones en el terreno laboral, económico y 

tributario, con el fin de aliviar el impacto de la crisis en el tejido productivo español y 

reforzar la protección de los colectivos más expuestos en esta crisis, como el sanitario. 

Medidas en el ámbito de empleo y Seguridad Social 

Se llevan a cabo mediante este RDL ajustes técnicos a las medidas urgentes adoptadas en 

materia de Seguridad Social para mitigar el impacto del COVID-19, a la luz de los 

problemas de interpretación que se están identificando en su aplicación. Estos ajustes son 

necesarios y urgentes, teniendo en cuenta la inseguridad jurídica que la redacción actual 

está generando en los interesados. 

Así, se ajustan algunas imprecisiones de los artículos 17 y 24 del Real Decreto-ley 8/2020, 

de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 

económico y social del COVID-19, con la finalidad de, aclarar, por un lado, aspectos 

presupuestarios de la prestación extraordinaria por cese de actividad y, por otro lado, el 

régimen aplicable a las exoneraciones, precisando que no es posible aplicar exoneraciones 

en las cotizaciones de empresas sometidas a ERTEs vinculados al COVID-19 sin cumplir 

el requisito de suministrar por medios electrónicos los datos relativos a inscripción de 

empresas, afiliación, altas, bajas y variaciones de datos, así como los referidos a la 

cotización y recaudación. 

Se procede a modificar el artículo 48.1 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, 

por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19 al objeto de precisar que las mutuas colaboradoras con la 

Seguridad Social se someten al mismo régimen que las entidades de derecho público 

pertenecientes al sector público estatal en lo relativo al régimen aplicable a la formulación 

y rendición de cuentas anuales del ejercicio 2019. 

También se modifica el artículo 3 del Real Decreto-ley 13/2020, de 7 de abril, por el que 

se adoptan determinadas medidas urgentes en materia de empleo agrario con el fin de 

realizar una precisión terminológica, y el Real Decreto-ley 18/2020, de 12 de mayo, de 

medidas sociales en defensa del empleo, al objeto de incorporar las necesarias referencias 

al Instituto Social de la Marina. La falta de referencia en varios artículos al Instituto Social 

de la Marina está generando inseguridad jurídica en los interesados. Para salvar la 



 
inseguridad jurídica creada y corregir el error, dado que la competencia para la gestión de 

las prestaciones de desempleo en relación con los trabajadores y empresas incluidos en el 

Régimen Especial del Mar es del Instituto Social de la Marina, se procede a añadir en el 

texto dos referencias al Instituto Social de la Marina para reflejar sus competencias. 

Además, se incluye una regulación específica sobre el silencio administrativo en los 

procedimientos de garantía salarial previstos en el artículo 33 del texto refundido del 

Estatuto de los Trabajadores, de modo que, señalándose que el plazo de tramitación sea 

de tres meses, se dispone el silencio administrativo estimativo para el caso de que no se 

hubiera resuelto en plazo, bien que constreñido al reconocimiento de las obligaciones en 

favor de personas que puedan ser legalmente beneficiarias de esa prestación y por la 

cuantía que resulte por aplicación de los límites previstos en dicho artículo. Y ello para 

evitar que personas que en ningún caso puedan ser beneficiarias obtengan este tipo de 

prestaciones y también evitar que los solicitantes puedan percibir cantidades por encima 

de los límites máximos previstos en la ley. 

Se asegura, asimismo, la coherencia temporal de la suspensión de los procedimientos en 

materia de inspección laboral con el nuevo escenario normativo y se dispone el 

reconocimiento como accidente de trabajo de las prestaciones de Seguridad Social que 

cause el personal que presta servicios en centros sanitarios o socio-sanitarios y que, en el 

ejercicio de su profesión, hayan contraído COVID-19 durante cualquiera de las fases de 

la pandemia, por haber estado expuesto a ese riesgo específico durante la prestación de 

servicios sanitarios y socio-sanitarios. 

Del mismo modo, se modifica el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 

aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, recuperando la expresa 

mención a que en el caso de las explotaciones con más de un titular se pueda contratar 

proporcionalmente a más trabajadores a efectos de poder quedar incluido en el Sistema 

Especial para Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios. Con esta medida se trata de 

favorecer que las explotaciones familiares puedan dimensionarse adecuadamente. Al 

compartir varios titulares la misma explotación, se permite que el número de trabajadores 

se ajuste, de forma que además de los dos trabajadores pueda incrementarse en un 

trabajador más por cada nuevo titular (en la modalidad de bases diarias, 273 horas 

equivalentes) y evitar que con ello tengan que salir del sistema especial de cotización, 

pues todos ellos son pequeños agricultores. 

Por otro lado, el citado Real Decreto-ley 13/2020, de 7 de abril, ha reconocido de forma 

automática el derecho a trabajar a aquellos jóvenes extranjeros cuyo estatuto regular en 

el país no lleva aparejado este. Estos jóvenes están contribuyendo, con su trabajo, al 

sostenimiento de un sector esencial durante la crisis del COVID-19. Además, con base en 

este real decreto-ley, muchos de ellos están teniendo una primera oportunidad laboral que 

contribuye, de forma clave, en la inclusión de estos jóvenes, especialmente, de aquellos 

respecto a los que un servicio de protección de menores hubiese ostentado su tutela legal, 

custodia, protección provisional o guarda durante su minoría de edad. 

Por eso, es necesario arbitrar una vía que permita a estos jóvenes mantener su derecho al 

trabajo, tras la finalización de la vigencia del real decreto-ley del sector agrario. A tal fin, 

la disposición adicional segunda de este real decreto-ley introduce una vía específica que 



 
les permitirá, cuando hayan sido contratados en el sector agrario con base en el artículo 

2.1.d) del meritado Real Decreto-ley 13/2020, de 7 de abril, y tras la finalización de su 

vigencia, acceder a una autorización de residencia y trabajo, válida en todo el territorio 

nacional y sin límites sectoriales o de actividad y sin aplicación de la situación nacional 

de empleo. Esta autorización tendrá una vigencia de dos años, renovable por otros dos. 

Todo ello sin perjuicio de que, para el acceso a la residencia de larga duración, se tendrán 

en cuenta todos los periodos de residencia, legal y continuada, con esta u otras 

autorizaciones de las que haya sido titular. 

En la disposición adicional primera se establece como excepción a la limitación del gasto 

en la Administración del Estado el abono de la cantidad asignada al ejercicio 2020 en el 

Acuerdo entre el Ministerio del Interior, sindicatos de Policía Nacional y asociaciones 

profesionales de la Guardia Civil, de 12 de marzo de 2018. 

Finalmente, se ajusta la prestación por desempleo de los artistas en espectáculos públicos 

prevista en el artículo 2 del Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se 

aprueban medidas de apoyo al sector cultural y de carácter tributario para hacer frente al 

impacto económico y social del COVID-2019. Y ello con la finalidad de aclarar que es el 

propio acceso extraordinario a la prestación el que responde a la crisis sanitaria del 

COVID-19, sin que corresponda a los artistas acreditar que su situación concreta de falta 

de actividad deriva de la misma. Igualmente, se elimina el requisito de encontrarse en el 

periodo de inactividad voluntaria, suprimiendo el coste que ello supondría para el 

trabajador y simplificando la tramitación y reconocimiento de la prestación. También se 

explicita, en aras de la seguridad jurídica, que es posible suspender el cobro de la 

prestación, para realizar trabajos por cuenta propia o ajena, y reanudarlo después. 

El Decreto aprobado hoy también incluye importantes medidas para mitigar el impacto 

de la crisis del COVID-19 en las cuentas de la Seguridad Social, dotándola de recursos 

ante la previsible reducción de los ingresos del sistema respecto a las previsiones iniciales. 

Asimismo, el Consejo de Ministros ha dado luz verde a un préstamo a la Tesorería 

General de la Seguridad Social, por un importe de 16.500 millones de euros, con el 

objetivo de lograr una cobertura adecuada a las obligaciones de la Seguridad Social. 

También se ha aprobado un crédito extraordinario en el Ministerio de Inclusión, 

Seguridad Social y Migraciones por un importe de 14.002 millones de euros para 

equilibrar el impacto en las cuentas de la Seguridad Social derivado del COVID-19, sobre 

todo con los ERTEs aprobados y las prestaciones por cese de actividad a los autónomos 

para reducir los efectos de la pandemia en el empleo. 

También se incluyen dos suplementos de crédito motivados por la doble prórroga 

presupuestaria de 99 y 272 millones de euros, para completar prestaciones no 

contributivas y a la prestación por hijo a cargo, respectivamente. 

Medidas en el ámbito tributario 

En materia tributaria, se amplía a cuatro meses el plazo de no devengo de intereses de 

demora para los aplazamientos de los artículos 14 del Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de 

marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del 



 
COVID-19, y 52 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 

medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 

COVID-19. 

El artículo 40 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 

extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, estableció 

una regulación extraordinaria de plazos de formulación, verificación y aprobación de las 

cuentas anuales de las personas jurídicas de derecho privado no comprendidas en el 

ámbito de aplicación del artículo 41 de dicho texto legal, relativo a las sociedades 

anónimas cotizadas. Dicha situación afecta a la obligación de presentación de la 

declaración del Impuesto sobre Sociedades, por cuanto la determinación de su base 

imponible en el método de estimación directa se efectúa sobre la base de su resultado 

contable. En este sentido, para paliar los efectos producidos por las medidas 

extraordinarias citadas, se faculta a los contribuyentes del Impuesto que no hayan podido 

aprobar sus cuentas anuales con anterioridad a la finalización del plazo de declaración del 

Impuesto para que presenten la declaración con las cuentas anuales disponibles a ese 

momento en los términos prescritos por la norma. 

Posteriormente, cuando las cuentas sean aprobadas conforme a derecho y se conozca de 

forma definitiva el resultado contable se presentará una segunda declaración. Si de ella 

resultase una cantidad a ingresar superior o una cantidad a devolver inferior a la derivada 

de la primera declaración, la segunda autoliquidación tendrá la consideración de 

complementaria. En el resto de los casos, esta segunda autoliquidación tendrá el carácter 

de rectificación de la primera, produciendo efectos por su mera presentación, sin 

necesidad de resolución de la Administración tributaria sobre la procedencia de la misma. 

En ningún caso, la segunda autoliquidación tendrá efectos preclusivos y el Impuesto sobre 

Sociedades podrá ser objeto de comprobación plena. 

Al hilo de lo anterior, con el fin de ir avanzando en la reactivación de la actividad 

económica, social, administrativa y judicial, y dotar de seguridad jurídica al sistema, se 

modifica el artículo 40 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, estableciendo que 

el plazo de tres para formular las cuentas anuales y demás documentos legalmente 

obligatorios comenzará a contarse desde el 1 de junio y no desde la finalización del estado 

de alarma. Con esto, se aporta seguridad jurídica, pues se sustituye un plazo dinámico y 

no uniforme, pues variará según el grado de desescalada en que se encuentre la 

Comunidad Autónoma, en cuyo territorio tenga su domicilio la sociedad, por una fecha 

cierta, el 1 de junio y se reactiva el tráfico jurídico social. Adicionalmente, se reduce de 

tres a dos meses el plazo para aprobar las cuentas anuales desde la formulación, con lo 

que las empresas dispondrán antes de unas cuentas aprobadas y depositadas en el Registro 

Mercantil y se armoniza dicho plazo para todas las sociedades, sean o no cotizadas, en 

modo tal que todas deberán tener las cuentas aprobadas dentro de los diez primeros meses 

del ejercicio. 

Régimen de aplazamientos 

Para evitar tensiones de tesorería y así dotar de liquidez a pymes y autónomos, se incluyen 

varias medidas tributarias en el Real Decreto-ley, entre las que destaca el aumento de tres 

a cuatro meses el periodo en que éstos pueden aplazar el pago de sus obligaciones 



 
tributarias sin abonar intereses. En total, el aplazamiento podría alcanzar los seis meses, 

lo que implica que más de la mitad del periodo de aplazamiento no soportaría ningún 

recargo para esos contribuyentes. 

De esa forma se profundiza en una de las primeras medidas adoptadas por el Gobierno 

para combatir el COVID-19 cuando el pasado 12 de marzo -antes de que se aprobara el 

estado de alarma- se estableció la posibilidad de que pymes y autónomos pudieran aplazar 

estos pagos hasta un máximo de 30.000 euros durante seis meses, con tres meses de 

carencia. 

Por otra parte, el Decreto introduce las adaptaciones para la presentación de la declaración 

del Impuesto sobre Sociedades a la realidad provocada por la pandemia, permitiendo que 

aquellas sociedades que no hayan podido aprobar sus cuentas anuales antes de que 

termine el plazo de declaración de este Impuesto, puedan presentarla con las cuentas 

disponibles en ese momento. También se habilita un régimen especial para presentar otra 

declaración, sin recargos, cuando las cuentas anuales se hayan podido aprobar. 

Otra medida recogida en el decreto permite retrasar excepcionalmente en 2020, hasta 

septiembre, la publicación de la denominada lista de deudores de la Agencia Tributaria 

para que puedan resolverse con todas las garantías los procedimientos establecidos 

teniendo en cuenta la situación de crisis sanitaria. 

Acuerdos marco sectoriales promovidos por las asociaciones representativas de 

entidades financieras sobre aplazamiento de operaciones de financiación de clientes 

afectados por la crisis del coronavirus.  

Las entidades financieras que se adhieran a Acuerdos marco sectoriales para la concesión 

de moratorias convencionales con sus deudores como consecuencia de la crisis sanitaria 

derivada del COVID-19, se sujetarán a lo dispuesto en este artículo y en los artículos 7 y 

8 siempre que dichos Acuerdos marco sectoriales se hayan comunicado al Banco de 

España para su registro, que los publicará en su página web. 

 

A estos efectos se entiende por entidades financieras las entidades de crédito, los 

establecimientos financieros de crédito, los prestamistas de crédito inmobiliario, las 

entidades de pago y las entidades de dinero electrónico. 

Las entidades financieras que se adhieran a un Acuerdo marco sectorial remitirán cada 

día hábil al Banco de España la siguiente información referida al día hábil precedente: 

a) Número de solicitudes de suspensión presentadas por deudores. 

b) Número de suspensiones concedidas. 

c) Número de solicitudes de suspensión denegadas. 

d) Número de beneficiaros de la suspensión, desagregados, por un lado, en deudores y 

avalistas y, por otro lado, en asalariados y empresarios/profesionales. 

e) Número de préstamos cuyo pago se ha suspendido. 

f) Saldo vivo pendiente de amortización cuyo pago se suspende. 

g) CNAE de la actividad que venía realizando el deudor. 

h) Número de préstamos en los que el deudor solicita que se documente la suspensión en 

escritura notarial. 

 



 
La moratoria convencional suscrita entre el deudor y su entidad financiera al 

amparo de un Acuerdo marco sectorial podrá acordar, sin perjuicio del devengo de 

los intereses pactados en el contrato de préstamo inicial, que el importe de lo 

aplazado se abone mediante: 

 

a) La redistribución de las cuotas sin modificación del plazo de vencimiento, o 

b) La ampliación del plazo de vencimiento en un número de meses equivalente a la 

duración de la moratoria. 

 

El deudor y la entidad financiera podrán acordar la prórroga, con las mismas condiciones 

y prima pactadas inicialmente del seguro de protección de pagos o de amortización de 

préstamo que se hubiera contratado, con el préstamo que se nova por el mismo periodo 

tiempo en el que se amplíe el vencimiento de este, con el consiguiente adeudo de la prima. 

A estos efectos se entenderá por seguro de protección de pagos aquel que cubre la 

contingencia de desempleo o la incapacidad temporal del deudor asegurado, y por seguro 

de amortización aquel que cubre al deudor ante las contingencias de fallecimiento o 

invalidez sobre la totalidad o parte del capital del préstamo. 

 

Las moratorias no podrán en ningún caso: 

a) Modificar el tipo de interés pactado. 

b) Cobrar gastos o comisiones excepto que se trate de un préstamo sin interés, y el efecto 

del gasto o comisión no suponga un aumento de la Tasa Anual Equivalente (TAE) 

acordada en el contrato inicial, o bien se trate de la prima de la prórroga del contrato de 

seguro señalado en el apartado anterior. 

c) Comercializarse junto con cualquier otro producto vinculado o combinado. 

d) Establecer otras garantías adicionales, personales o reales, que no constasen en el 

contrato original. 

 

Empleo agrario  

 

En el ámbito agrario, el Real Decreto Ley prorroga hasta el 30 de septiembre de 2020 las 

medidas extraordinarias para promover el empleo temporal agrario, contempladas en el 

Real Decreto-Ley del pasado 7 de abril, que establecía su vigencia hasta el 30 de junio. 

Con esta prórroga de tres meses, que cubre hasta el fin de varias campañas de mayor 

actividad como la fruta de hueso o los cultivos de verano, se garantiza la disponibilidad 

de mano de obra para hacer frente a las necesidades de agricultores y ganaderos, ante las 

limitaciones sanitarias a los viajes de trabajadores de otros países que realizan labores 

agrarias como temporeros, como consecuencia del COVID-19. 

 

En este mismo ámbito, y en lo relativo a los jóvenes extranjeros en situación regular con 

autorización de residencia no lucrativa que se acogieron al Real Decreto-ley 13/2020, se 

incluye una disposición adicional que permitirá que tras la finalización de la vigencia de 

su permiso de trabajo actual, puedan acceder a una autorización de residencia y trabajo. 

Esta tendrá una vigencia de dos años, renovable por otros dos, y será válida en todo el 

territorio nacional y sin límites sectoriales o de actividad, todo ello sin perjuicio de que, 

para el acceso a la residencia de larga duración, se tendrán en cuenta todos los periodos 

de residencia, legal y continuada, con ésta u otras autorizaciones de las que haya sido 

titular. 



 
 

Asimismo, se procede a realizar un cambio puntual en la Ley 3/2001, de 26 de marzo, de 

Pesca Marítima del Estado. En aras del principio de proporcionalidad, se tipifica como 

leve la primera venta de moluscos de talla o peso inferior a la reglamentaria cuando sea 

menor al diez por ciento del volumen total vendido de dicha especie, al considerarse una 

infracción de escasa entidad que se vería desproporcionadamente sancionada -entre otras 

cosas, al llevar aparejada la pérdida de ayudas europeas-. 

 

Mayor cobertura al personal sanitario  

 

Este Real Decreto-Ley amplía la cobertura al personal que presta atención en los centros 

sanitarios o sociosanitarios. Se reconoce así que las prestaciones a este colectivo, cuando 

haya contraído la COVID-19 se considerarán derivas de accidente de trabajo y, en los 

casos de fallecimiento, se entenderá también que la causa es accidente de trabajo, siempre 

que se produzca en los cinco años siguientes al contagio. 

Hasta ahora este tipo de contingencias se consideraban de carácter común asimiladas de 

accidente de trabajo a efectos de incapacidad temporal y ahora vienen a considerarse 

contingencia profesional derivada de accidente de trabajo, lo que supone una mayor 

cobertura para los casos en que dicha enfermedad cause incapacidad permanente o el 

fallecimiento para estos trabajadores. 

 

Así, las prestaciones de Seguridad Social que cause el personal que presta servicios en 

centros sanitarios o socio-sanitarios, inscritos en los registros correspondientes, y que en 

el ejercicio de su profesión, hayan contraído el virus SARS-CoV2 durante cualquiera de 

las fases de la epidemia, por haber estado expuesto a ese riesgo específico durante la 

prestación de servicios sanitarios y socio-sanitarios, cuando así se acredite por los 

servicios de Prevención de Riesgos laborales y Salud Laboral, se considerarán derivadas 

de accidente de trabajo, al entender cumplidos los requisitos exigidos en el artículo 

156.2.e) del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el 

Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.  

Esta previsión se aplicará a los contagios del virus SARS-CoV2 producidos hasta el mes 

posterior a la finalización del estado de alarma, acreditando este extremo mediante el 

correspondiente parte de accidente de trabajo que deberá haberse expedido dentro del 

mismo periodo de referencia. 

En los casos de fallecimiento, se considerará que la causa es accidente de trabajo siempre 

que el fallecimiento se haya producido dentro de los cinco años siguientes al contagio de 

la enfermedad y derivado de la misma, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

217.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social. 

 

Telecomunicaciones  

 

En el ámbito de las telecomunicaciones, el Consejo de Ministros ha aprobado hoy la 

eliminación de las limitaciones a los usuarios para cambiar de operador conservando su 

número telefónico, lo que se conoce como portabilidad, una restricción cuyo objetivo, al 

inicio de esta pandemia, era contribuir a hacer frente a la crisis sanitaria de la COVID-19, 

limitando los desplazamientos físicos, tanto del usuario como de los técnicos de las 

empresas de telecomunicaciones. 



 
Una vez que todo el territorio nacional está ya en Fase 1 o Fase 2, la eliminación de las 

restricciones a la portabilidad permitirá que el mercado de las telecomunicaciones 

recupere su dinamismo y plena operatividad y, al mismo tiempo, se restablezca la 

capacidad de la ciudadanía de elegir los servicios que mejor se adapten a sus necesidades. 

Una vez entre en vigor el Real Decreto-ley aprobado hoy, quedará derogado el artículo 

20 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo y solo permanece la obligación 

extraordinaria para los operadores de no interrumpir las comunicaciones electrónicas, al 

tratarse de servicios esenciales, hasta que se dé por finalizado el estado de alarma, incluso 

en el caso de abonados que no hubieran procedido al pago. Por este motivo, las medidas 

aprobadas hoy incluyen un procedimiento que facilita a los abonados satisfacer las 

facturas pendientes de un modo flexible. 

 

La supresión de esta suspensión de la portabilidad, volviendo a la situación plenamente 

competitiva anterior, debe ir acompañada de la adopción de oportunas medidas que 

faciliten a los abonados poder satisfacer las facturas que no hayan podido pagar por la 

recepción de servicios de comunicaciones electrónicas durante el estado de alarma a 

través de técnicas de flexibilización como las de fraccionamiento y aplazamiento de 

deudas en los servicios de comunicaciones electrónicas. 

 

Por estos motivos, se establece a los operadores de comunicaciones electrónicas la 

obligación de ofrecer un fraccionamiento y aplazamiento de la deuda en la que hayan 

podido incurrir sus abonados correspondientes a las facturas pasadas al cobro desde la 

fecha de entrada en vigor del estado de alarma hasta el 30 de junio de 2020. El 

fraccionamiento y aplazamiento de la deuda ha de ser lineal a lo largo de los meses 

aplazados, el plazo para realizar los pagos fraccionados será de seis meses, salvo que el 

abonado haya acordado libremente con el operador un plazo diferente, ya sea superior o 

inferior, y no se podrán devengar intereses de demora ni se exigirán garantías para el 

fraccionamiento y aplazamiento. 

Las condiciones del fraccionamiento y aplazamiento serán las siguientes: 

a) El fraccionamiento será lineal a lo largo de los meses aplazados. 

b) El plazo para realizar los pagos fraccionados será de seis meses, salvo que el abonado 

haya acordado libremente con el operador un plazo diferente, ya sea superior o inferior. 

i. No se devengarán intereses de demora ni se exigirán garantías para el 

fraccionamiento y aplazamiento. 

La aceptación de la solicitud del fraccionamiento y aplazamiento de la deuda determinará 

la suspensión del derecho de los abonados a la conservación de los números que les hayan 

sido asignados en caso de cambio del operador que preste el servicio, hasta el momento 

en el que el abonado esté al corriente de la deuda aplazada o, en todo caso, durante el 

plazo de seis meses a contar desde la entrada en vigor de este real decreto-ley.  


